CAUCIONES DEL TERCERO POSEEDOR/ Norma aplicable/ Falta de fijación del término para prestar caución hace posible insistir en la solicitud de amparo de pobreza 
“(…) no tenía por qué exigirse la caución con fundamento en el C. G. P.; y mucho menos en aplicación del artículo 602 que se refiere a una cuestión por entero diversa a la del levantamiento del secuestro por la intervención de un tercero poseedor. Es más, en el nuevo estatuto, ni siquiera se requiere tal caución; pero, se insiste, por haberse promovido antes de su vigencia, se siguen las reglas del C. de P. Civil (…) 

(…) siguiendo las pautas del artículo 678 del C. de P. Civil, el juez ha debido señalar un término dentro del cual otorgar la garantía; hasta ahora no lo ha hecho, con lo cual salta a la vista una primera razón para despachar desfavorablemente la alzada, que consiste en que como el juzgado dejó abierto el término para aportar la caución, aún se le puede insistir, con el pleno de los requisitos que echó de menos en su auto, para el otorgamiento del amparo de pobreza, tendiente a adelantar el incidente.” 

AMPARO DE POBREZA/ Debe solicitarlo de manera directa la persona, natural o jurídica, afectada/ Necesidad de hacer expreso el juramento sobre la carencia de recursos económicos para adelantar el trámite judicial, requisito que debe ser surtido ante el juez de primera instancia  
“(…) bien se ve que quien pide el amparo de pobreza es el profesional, no los incidentistas; con lo que falla ese presupuesto. Pero, a eso hay que agregarle que, como viene de verse, a esta altura del trámite no se sabe con certeza si el incidente lo promueve una Junta Comunal como persona jurídica, o las tres personas que otorgaron inicialmente poder, o las cuarenta que se mencionan en el escrito inicial, lo cual es relevante, porque las afirmaciones que se deben hacer bajo juramento (…) han de ser distintas si se trata de una persona natural o si de una jurídica. 

“(…) lo que se jura, y así debe constar en el escrito, es que no se cuenta con los medios económicos para atender el proceso, o el incidente, en este evento, sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de la familia. Y entendido, como lo tiene esta Sala, que también una persona jurídica podría contar con ese beneficio, aunque la norma no lo contemple de manera clara, la manifestación tendría que ser en el sentido de que sufragar los gastos del incidente incidiría en el desarrollo social y económico de la entidad, nada de lo cual se dijo en el escrito respectivo (…)” 

Y no se diga que ello se corrige con el escrito de apelación, porque la segunda instancia no está diseñada con ese propósito; los requisitos deben estar satisfechos para que el juez de primer grado decida y nombre, si es el caso, de su lista de amparo de pobreza (…) a quien deba llevar la representación respectiva (…)”
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Expediente 66045-31-89-001-2014-00030-01

Resuelve esta Sala Unitaria el recurso de apelación que el apoderado judicial de los incidentistas propusieron contra el auto del 27 de noviembre de 2015, dictado por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, en el proceso ejecutivo iniciado allí por el Banco de Bogotá, Fondo Nacional de Garantías, Central de Inversiones S.A., cesionarios Mauricio Salazar Sierra y Carlos Enrique Rendón Mejía, frente a Germán Hincapié Medina y otros. 
ANTECEDENTES

En el referido auto, el Juzgado negó la solicitud de amparo de pobreza que elevó el abogado Jorge Wilson Vanegas Zuleta, quien se anunció como representante legal de los “MIEMBROS DE LA COMUNIDAD JUNTA PRECAPILLA”, por cuanto no se hizo la manifestación bajo juramento, ni se manifestó si los representados carecen de los medios para atender el proceso; además, porque la solicitud no fue elevada directamente por las personas eventualmente afectadas.  
El inconforme apeló y sustentó en primera instancia con estos argumentos: (i) que con su escrito subsana la falencia del juramento, ratificando con esa solemnidad que según sus poderdantes Juan Felipe Restrepo García, José Obed Ladino Córdoba y Juan de Dios Hidalgo Ortiz, la Junta Precapilla viene inactiva económicamente y la comunidad tuvo que dispersarse; (ii) que el juramento, en todo caso, se entiende prestado con la presentación de la solicitud del amparo; (iii) que el requisito del inciso 3° del artículo 161 del C. de P. Civil, no se tiene que cumplir, porque ya el demandado estaba citado en el proceso; (iv) que los beneficiarios de la posesión que se alega son trabajadores del campo que viven de un salario que en muchos casos está por debajo del mínimo. 

  



El Juzgado dijo “admitir” el recurso y dispuso lo pertinente para que las copias llegaran a esta sede. Aquí, ni el recurrente ni las partes intervinieron. 
   



CONSIDERACIONES

La cuestión por decidir es si el juzgado acertó al negar el amparo de pobreza impetrado. Pero, previamente, deben hacerse unas precisiones, que tocan con la decisión que se adopte. 

1. Como cuestión de técnica, el juez de primera instancia no admite un recurso de apelación; simplemente lo concede, porque la admisión corresponde siempre al superior.

2. No alcanza a comprender la Sala que se inicie un incidente a nombre de una aparente persona jurídica, sin comprobar su existencia. Y si es que no existe, y quienes demandan la protección de su posesión son personas naturales, que no se otorgue poder para el efecto, pues lo que muestra la foliatura es que solo tres personas acudieron al abogado, cuando en el memorial se alude a cuarenta, y en una calidad, además, que no han acreditado, esto es, como “representantes legales de la JUNTA PRECAPILLA”. Llama la atención también que sean tres, y no uno, si es que tal junta estuviera legalmente constituida. 
3. El Juzgado ordenó que se aportara una caución en el proveído del 18 de noviembre de 2015; pero lo hizo con fundamento en el Código General del Proceso, y más concretamente en el artículo 602 de esa codificación. Por lo demás, no fijó un término para allegarla. 

4. Conocido ese auto, el abogado, aduciendo la calidad de representante legal de “MIEMBROS DE LA COMUNIDAD JUNTA PRECAPILLA” , solicitó que se reconociera el beneficio del amparo de pobreza “en favor de la JUNTA PRECAPILLA”. 
5. El despacho judicial respondió negativamente por las razones que ya se esbozaron. 

Trasunto del cual surgen varias cosas: 

Para el mes de noviembre de 2015, no estaba vigente, en la mayoría de sus normas, el Código General del Proceso; se recordará que el artículo 627 de ese estatuto fraccionó la vigencia en varios períodos y unas pocas normas cobraron vida el 12 de julio de 2012; otras el 1° de octubre de ese año; pero el grueso del estatuto nuevo, empezó a regir apenas el 1° de enero de 2016. Esto para significar que no tenía por qué exigirse la caución con fundamento en el C. G. P.; y mucho menos en aplicación del artículo 602 que se refiere a una cuestión por entero diversa a la del levantamiento del secuestro por la intervención de un tercero poseedor. Es más, en el nuevo estatuto, ni siquiera se requiere tal caución; pero, se insiste, por haberse promovido antes de su vigencia, se siguen las reglas del C. de P. Civil, según lo reglado por el artículo 624 del nuevo código. 
A partir de allí, siguiendo las pautas del artículo 678 del C. de P. Civil, el juez ha debido señalar un término dentro del cual otorgar la garantía; hasta ahora no lo ha hecho, con lo cual salta a la vista una primera razón para despachar desfavorablemente la alzada, que consiste en que como el juzgado dejó abierto el término para aportar la caución, aún se le puede insistir, con el pleno de los requisitos que echó de menos en su auto, para el otorgamiento del amparo de pobreza, tendiente a adelantar el incidente. 

Y es que, por allí mismo, siguen las razones para el fracaso de la apelación, pues en dos cosas sí tiene absoluta razón el Juzgado: el amparo de pobreza debe solicitarlo de manera directa la persona afectada, y su requerimiento debe acompañarse con la demanda o con la contestación; o, claro está, como en el caso de ahora, con el escrito de incidente, o dentro del trámite del mismo, como se pretende hacer. Dicho de otra manera, no es el abogado el que puede solicitar por su cliente el amparo de pobreza, sino este, de manera personal, solo que la ley lo faculta para que de una vez designe su apoderado, en cuyo caso, él puede ser ratificado por el juez. 
En este caso, bien se ve que quien pide el amparo de pobreza es el profesional, no los incidentistas; con lo que falla ese presupuesto. Pero, a eso hay que agregarle que, como viene de verse, a esta altura del trámite no se sabe con certeza si el incidente lo promueve una Junta Comunal como persona jurídica, o las tres personas que otorgaron inicialmente poder, o las cuarenta que se mencionan en el escrito inicial, lo cual es relevante, porque las afirmaciones que se deben hacer bajo juramento, según se dirá, han de ser distintas si se trata de una persona natural o si de una jurídica. 

Ahora bien, es evidente que en la forma en que está redactada la norma hay que prestar juramento; solo que esa solemnidad se entiende cumplida con la sola manifestación que contenga el escrito. Tal vez sea bueno recordar, porque es una de las críticas que aduce el recurrente, que una cosa es manifestar el juramento y otra prestarlo. En épocas pretéritas, cuando las normas requerían el juramento había que cumplir dos fases: la manifestación y la ratificación; la primera inserta en el escrito respectivo; y la segunda era la presencia física de la persona ante el juez, para ratificarlo, con lo que se entendía prestado en ese momento. Desde el año 1989 las cosas son de otro tenor; hay que hacer la manifestación bajo juramento cuando la ley exija, eso no se puede obviar; lo que ocurre es que las mismas normas dispensan la ratificación que antes se hacía ante el juez, con la sola entrega del documento que contenga aquella declaración. En conclusión, aunque al recurrente no le parezca que deba ser así, es necesaria la expresión bajo juramento del hecho que se reclama, porque se trata de una solemnidad. 
Ahora bien, lo que se jura, y así debe constar en el escrito, es que no se cuenta con los medios económicos para atender el proceso, o el incidente, en este evento, sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de la familia. Y entendido, como lo tiene esta Sala, que también una persona jurídica podría contar con ese beneficio, aunque la norma no lo contemple de manera clara, la manifestación tendría que ser en el sentido de que sufragar los gastos del incidente incidiría en el desarrollo social y económico de la entidad, nada de lo cual se dijo en el escrito respectivo. Por eso, tuvo razón el funcionario al negar el beneficio. 

Y no se diga que ello se corrige con el escrito de apelación, porque la segunda instancia no está diseñada con ese propósito; los requisitos deben estar satisfechos para que el juez de primer grado decida y nombre, si es el caso, de su lista de amparo de pobreza (pues se sigue en vigencia de las normas anteriores), a quien deba llevar la representación respectiva. En cualquier caso, tampoco el escrito de apelación contiene explícita la manifestación.
En tal orden de cosas, se confirmará el auto protestado, sin perjuicio de que se insista en que como el Juez no concedió un término específico para otorgar la caución, y su decisión de negar el amparo por las falencias anotadas no es de aquellas que hagan tránsito a cosa juzgada, puede insistirse en ello, cumpliéndolas a cabalidad.    
  



DECISIÓN

En armonía con lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, CONFIRMA el auto del 27 de noviembre de 2015, dictado por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, en el proceso ejecutivo iniciado allí por el Banco de Bogotá, Fondo Nacional de Garantías, Central de Inversiones S.A., cesionarios Mauricio Salazar Sierra y Carlos Enrique Rendón Mejía, frente a Germán Hincapié Medina y otros. 
Sin costas.  

Notifíquese

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

